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  RECURSO DE REVISIÓN 830/2017-2 PNT.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

SECRETARÍA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria de 14 catorce de marzo de 2018 dos mil dieciocho.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio número 00811317, el 24 veinticuatro de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:

“FICHAS DE DEPOSITO DE PAGO, COMPROBANTES DE PAGO O CUALQUIERA QUE SEA SU DENOMINACIÓN DEL CONTRATO DE COMPRA VENTA, CELEBRADO CON PARQUE INDUSTRIAL DE AMERICA, S.A. DE C.V. DEL AÑO 2003, PARA LO CUAL ANEXO CONTRATO CON LOS DATOS CORRESPONDIENTES.” (sic). 
SEGUNDO. Respuesta. El 11 once de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, el sujeto obligado respondió a través de la Plataforma Nacional de Transparencia a la solicitud de información, en los siguientes términos:
“Se adjunta archivo que contiene contestación emitida por la Dirección General de Ingresos de esta Secretaría para consulta del peticionario”

El archivo adjunto contiene el oficio número SF-DGI-715/2017 de fecha 11 once de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, en el cual señala lo siguiente:
“Después de realizar una búsqueda exhaustiva en el Sistema Integral de Ingresos de esta Secretaría, no arrojo resultados vinculatorios a Parque Industrias de América, S.A de C.V.; además le comento que los archivos del ejercicio 2003, fueron destruidos en amparo del artículo 95 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, vigente hasta el mes de mayo de 2016.”
TERCERO. Interposición del recurso. El 15 quince de diciembre de 2017 dos mil diecisiete; el recurrente interpuso el presente medio de impugnación, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión el mismo día, mediante la cual señaló la inconformidad siguiente:

“Debió conservarse la información de los soportes electrónicos. No pueden simplemente decir que se destruyó la información, sino que tienen que demostrar que se hizo siguiendo todo el procedimiento marcado por la ley.

ARTICULO 95. Los Archivos de Concentración se conservaran por diez años; en los cuales pueden consultarse por excepción, hasta que se determine por parte de los comités de información de cada ente obligado, y con la opinión de la CEGAIP, la eliminación de su formato impreso o su conservación permanente, y transferencia al Archivo Histórico del Estado de acuerdo a su valor histórico.

Los archivos históricos serán depositarios permanentes de los soportes electrónicos de los archivos, cuyo formato impreso haya sido eliminado” (sic). 
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 04 cuatro de enero de 2018 dos mil dieciocho, la presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la ponencia de la Comisionada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número 830/2017-2 PLATAFORMA, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 08 ocho de enero de 2018 dos mil dieciocho, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse la hipótesis II del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, A TRAVÉS DEL SECRETARIO, DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA Y DEL DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omiso para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolverá únicamente con base en las documentales que obran en autos.

SEXTO. Informe del sujeto obligado. Con fecha 25 veinticinco de enero de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión tuvo por recibido dos oficios números SF-UT/007/2018 y SF-DGI/234/2018 signados respectivamente por el Jefe de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Finanzas y el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas; que de acuerdo a las manifestaciones señaladas por el recurrente a través de su escrito de revisión manifestó lo siguiente:

“Toda vez que la respuesta emitida por la Dirección General de Ingresos, notificada por la Unidad de Transparencia generó inconformidad al ahora quejoso, este sujeto obligado con el fin de satisfacer el derecho de acceso a la información a favor del recurrente, y toda vez que se argumentó en la respuesta otorgada la depuración de los archivos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado relacionados a los años en que se requirieron las fichas de depósito de pagos, comprobantes o cualquiera que sea su denominación del año 2003, relacionadas con la empresa denominada Parque Industrias de América S.A. de C.V. 
A efecto de acreditar que se siguió el procedimiento que marca la Ley que aplica al momento de la depuración me permito adjuntar en copia certificada la documentación que a continuación se enumera:

I.- Tercera Sesión Extraordinaria del Comité de información con motivo de la aprobación del cuadro general de clasificación archivística, presentación de la propuest6a de solicitud para la depuración parcial del fondo documental de la Secretaría de Finanzas depositado en el archivo general del Estado y de la presentación del cuadro de tipologías documentales que enmarcan los criterios para la depuración inmediata para los archivos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno de San Luis Potosí.
II.- Oficio número SF-DGCH/UIP/882/2014 signado por la Titular de la Unidad de Transparencia donde se adjunta la sesión del comité antes referida para su validación ante la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 
III.- Oficio número SEDA-DG/089/20147 signado por le Directora General del Sistema Estatal de Documentación y Archivo en el cual se autoriza la utilización de los criterios de depuración expuesto en la sesión del comité de referencia. 

…” (sic). 


Asimismo, en el contexto del mismo proveído se tuvo a la parte recurrente por omisa en manifestar lo que a su derecho conviene y ofrecer pruebas o alegatos, por lo que en contexto del mismo proveído se procedió a elabora el proyecto de resolución correspondiente.

Con fecha 14 catorce de febrero de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión decretó ampliar al plazo para resolver el presente recurso de revisión de conformidad con el artículo 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, por lo que se ordenó remitir de nueva cuenta el presente expediente a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.
TERCERO. Caso Concreto. En su solicitud de acceso a la información, el hoy recurrente solicitó las fichas de depósito de pago o cualquier comprobante que resultó del contrato de compraventa celebrado por una parte Gobierno del Estado de San Luis Potosí en su calidad de vendedor con la sociedad mercantil denominada “PARQUE INDUSTRIAS DE AMERICA, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE” en su calidad de comprador.
En la respuesta que la entidad dio a la solicitud del hoy recurrente señaló:

-Que después de una búsqueda exhaustiva en el Sistema Integral de Ingresos de la Secretaría no arrojo resultados vinculatorios a “Parque Industrias de América, S.A. de C.V.”
-Que los archivos del ejercicio 2003, fueron destruidos en amparo del artículo 95 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, vigente hasta el mes de mayo de 2016. 
Inconforme con la respuesta de la entidad, el recurrente interpuso el presente recurso de revisión en el cual señaló lo siguiente: “Debió conservarse la información de los soportes electrónicos. No pueden simplemente decir que se destruyó la información, sino que tienen que demostrar que se hizo siguiendo todo el procedimiento marcado por la ley.

ARTICULO 95. Los Archivos de Concentración se conservaran por diez años; en los cuales pueden consultarse por excepción, hasta que se determine por parte de los comités de información de cada ente obligado, y con la opinión de la CEGAIP, la eliminación de su formato impreso o su conservación permanente, y transferencia al Archivo Histórico del Estado de acuerdo a su valor histórico.

Los archivos históricos serán depositarios permanentes de los soportes electrónicos de los archivos, cuyo formato impreso haya sido eliminado” (sic). 

Por su parte, en su escrito de manifestaciones, la entidad señaló que en relación a la inconformidad del recurrente, y toda vez que en su respuesta se argumentó la depuración de los archivos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado relacionados a los años en que se requirieron las fichas de depósito de pagos, comprobantes o cualquiera que sea su denominación del año 2003, relacionadas con la empresa denominada Parque Industrias de América S.A. de C.V. adjuntaba a su escrito de manifestaciones los siguientes documentos:

-Acta del Comité de Información de fecha 10 de julio de 2014, en la que se aprobó el cuadro general de clasificación archivística, presentación de la propuesta de solicitud para la depuración parcial del fondo documental de la Secretaría de Finanzas depositado en el archivo general del Estado y de la presentación del cuadro de tipologías documentales que enmarcan los criterios para la depuración inmediata para los archivos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno de San Luis Potosí. 

-Oficio número SF-SGCH/UIP/882/2014 signado por el Titular de la Unidad de Transparencia donde se adjunta la sesión del comité antes referida para su validación ante la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública.

-Oficio número SEDA-DG/089/2014 signado por la Directora General del Sistema Estatal de Documentación y Archivo en el cual se autoriza la utilización de los criterios de depuración expuesto en la sesión del comité de referencia. 
CUARTO. Análisis del fondo del asunto. Planteada así la controversia, la presente resolución determinará la debida atención de la solicitud de acceso por parte de la dependencia, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado. Para tales efectos, las siguientes consideraciones analizaran los documentos entregados como respuesta a la solicitud del recurrente para determinar la adecuada atención por parte de la entidad a los contenidos de dicha solicitud de información.
Ahora bien, la entidad adjunto a su escrito de alegatos los siguientes documentos:
-Acta del Comité de Información de fecha 10 de julio de 2014, en la que se aprobó entre otras cosas la presentación de la propuesta de solicitud para la depuración parcial del fondo documental de la Secretaría de Finanzas depositado en el Archivo General del Estado. 

-Oficio número SF-SGCH/UIP/882/2014 signado por el Titular de la Unidad de Transparencia donde se adjunta la sesión del comité antes referida para su validación ante la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública.

Así las cosas, se estima que la inconformidad del particular deviene fundada, en razón de la negativa por parte del sujeto obligado de entregar los documentos que contiene la información solicitada por las siguientes consideraciones:
Es pertinente señalar que el artículo 95 de la abrogada Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado establece que los archivos de concentración se conservarán por diez años, hasta en tanto se determine por parte de los comités de información de cada ente obligado, y con la opinión de la CEGAIP, la eliminación de su formato impreso o su conservación permanente, y transferencia al Archivo Histórico del Estado de acuerdo a su valor histórico.
Por su parte, el “Manual de Organización Archivística de las dependencias y entidades de la administración pública del Estado y Municipios” publicado en el periódico oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí el 31 de enero de 2009, establece:
“ARTICULO 3º. Para efectos de esta Ley se entiende por:
(…)
III. Archivo de Concentración: conjunto orgánico que contiene de forma precautoria los documentos cuya consulta es esporádica por parte de los entes obligados, y que deben conservarse por razones administrativas, legales, fiscales o contables; este archivo contiene además los documentos que hayan sido objeto de solicitudes de acceso a la información o que hayan sido reservados, los cuales se conservarán por dos años más a la conclusión de su vigencia o su periodo de reserva respectivamente.
…

ARTICULO 21. El proceso de baja documental deberá comprender cuando menos las acciones siguientes:

 I. El Archivo de Concentración del ente obligado deberá preparar el inventario de la documentación que haya prescrito en sus valores administrativos, legales y fiscales y que no posea valores secundarios, de conformidad con lo dispuesto en el Catálogo de Disposición Documental del ente obligado, para operar la baja o depuración de los expedientes y series sujetos a este proceso; 

II. Los entes obligados deberán realizar a través del coordinador de archivos con asesoría del Comité de información, el Dictamen de Valoración Documental de aquéllos archivos cuyo valores primarios y secundarios hayan concluido;

 III. el Comité de Información junto al coordinador de archivos llevarán a cabo el proceso de valoración documental en los términos establecidos en los presentes Lineamientos y con base en el Dictamen referido en la fracción que precede emitirá, en su caso, la Declaratoria de Inexistencia de Valores Primarios y Secundarios de los archivos objeto de depuración; 

IV. Una vez que los entes obligados cuenten con la Declaratoria de Inexistencia de valores Primarios y Secundarios, procederán a solicitar por escrito al SEDA la autorización para operar la baja definitiva de los archivos vencidos objeto de depuración, y V. Con la Declaratoria de referencia, el SEDA, previa verificación y en el caso ante las instancias competentes, emitirá un dictamen de baja definitiva y notificará dicha circunstancia al titular del ente obligado para que éste proceda en los términos de las dis-posiciones relativas a la baja de dichos documentos.

 ARTICULO 22. Para la emisión del dictamen de baja definitiva los entes obligados deberán acompañar a su solicitud la documentación siguiente: 

I. Solicitud de baja definitiva de archivos emitida por el titular del ente obligado;

II. Dictamen de Valoración Documental de Archivos; 
III. Declaración de Inexistencia de Valores Primarios y Secundarios, e 
IV. Inventario descriptivo de la documentación objeto de baja en formato electrónico. 
La solicitud de baja definitiva de archivos deberá indicar el ente obligado al que pertenecen; el área o áreas que los generaron y la última que los tuvo en su poder; el período que comprenden; el tipo de información que contienen; el plazo y el procedimiento del que dispone el ciudadano para solicitar su consulta, así como la mención de si se conserva respaldo electrónico para la consulta del mismo. 
Una vez que el SEDA emita el dictamen de baja definitiva, los entes deberán publicar en la Periódico Oficial del Estado y en sus portales de Internet, la solicitud de baja definitiva referida en el párrafo anterior y el dictamen emitido por el SEDA, indicando el destino que dará a los archivos. 
Dicha publicación deberá hacerse por lo menos 60 días antes de la destrucción o enajenación de los archivos. 
Los entes obligados deberán resguardar el dictamen y los inventa-rios correspondientes, a partir de la destrucción o enajenación de los archivos. 
ARTICULO 23. Los entes obligados deberán proporcionar al SEDA copia en formato electrónico y físico de las actas de baja o de enajenación que emitan en las que deberá constar la fecha, hora y lugar en la que tuvo lugar la destrucción de los archivos vencidos y los datos de la persona física o moral con la que procedió la enajenación o destrucción de los archivos. Con la información de referencia, el SEDA integrará un Registro de Bajas Documentales Autorizadas, mismo que publicará y mantendrá actualizado en su portal de Internet.
…

ARTICULO 95. Los Archivos de Concentración se conservarán por diez años, en los cuales pueden consultarse por excepción, hasta que se determine por parte de los comités de información de cada ente obligado, y con la opinión de la CEGAIP, la eliminación de su formato impreso o su conservación permanente y transferencia al Archivo Histórico del Estado de acuerdo a su valor histórico; Los archivos históricos serán depositarios permanentes de los soportes electrónicos de los archivos cuyo formato impreso haya sido eliminado;
…”
De las disposiciones citadas, se advierte que el conjunto de la documentación contable, comprobatoria o justificatoria del ingreso de las dependencias constituyen el archivo de concentración; mismo que deberá guardarse, conservarse y custodiarse y el plazo de conservación de dichos archivos es por diez años y una vez transcurrido dicho plazo, deberá solicitar al Sistema Estatal de Documentación y Archivo el Dictamen su opinión sobre la procedencia de destruir, conservar la documentación.
Se sigue que al caso que se haya determinado que los documentos tengan un valor histórico deberán ser trasladados, mediante su acta de transferencia respectiva, al Archivo Histórico del Estado, y en caso contrario  deberán ser destruidos, dejando constancia de ello mediante el acta de baja documental correspondiente. 
Por otra parte, es preciso señalar que baja documental corresponde a la eliminación controlada de documentación, que han prescrito sus valores administrativos en tiempos de conservación, es decir, la información puede ser sujeta a eliminarse de manera definitiva, siempre y cuando se haya realizado un proceso de valoración minucioso para determinar que no contenga valores secundarios. 

El concepto de valor documental como lo instaura la vigente Ley de Archivos del Estado de San Luis Potosí, en el artículo 60 fracción XXXVIII, establece que es la “condición de los documentos que les confiere características administrativas, legales fiscales o contables en los archivos de trámite o concentración (valores Primarios), o bien, evidénciales, testimoniales e informativas en los archivos históricos (valores secundarios)”.
Ahora bien, para poder identificar el valor documental de un expediente, como se indica en el párrafo anterior, es necesario realizar un análisis de las series documentales, que ya han concluido su tiempo de guarda en el archivo de concentración, y que con ello se determine su destino final, que puede ser, su conservación definitiva (que se transfiera al archivo histórico), o en el caso contrario la eliminación que es conocida como baja documental. 

En el caso de que se realice un proceso de valoración, en el que se determine la baja documental deberá asegurarse de que no contiene ningún valor que pueda ser utilizado con fines de investigación, ya que los documentos generados por las instituciones son el único antecedente del acto administrativo, y servirán como evidencia de la actividad de los servidores públicos.

Estas evidencias, se componen por documentos sueltos que, en su conjunto, integran un expediente y que a su vez forman una historia del proceso por el cual se haya generado, en este caso, el proceso de valoración deberá ser analizado al grado de determinar su valor secundario, entonces, la valoración no debe responder a una acción intuitiva y subjetiva sino a una acción sistemática y planificada

Por otra parte, existe el término de expurgo, que corresponde al proceso de eliminación de documentos que carecen de valores documentales, es decir, son duplicados de originales, impresiones de sistemas de información, o tantos en copia de un original; estos documentos al carecer de valores primarios o secundarios su obsolescencia es inmediata, además de no corresponder a un expediente integrado por constancias sobre un asunto especifico, sino su tipología corresponde a documentos sueltos comprobatorios, y que en el caso de ser eliminados pueden reproducirse sin problema alguno, caso contrario a documentos con valores documentales.

En conclusión, el documento solicitado, puede considerarse como parte del expediente de la compra-venta, es decir, con valor testimonial en virtud que es el único documento comprobatorio del acto administrativo del pago, en consecuencia es la única evidencia ya sea física o un dato en medio electrónico.
En el presente caso, la información relativa a los documentos que contiene la información consistente en la comprobación del ingreso a las arcas del Gobierno del Estado por la compraventa de un predio estos debieron conservarse por 10 diez años, y una vez transcurrido dicho plazo, de conformidad con los artículos 21, 22 y 23 del Manual de Organización Archivística de las dependencias y entidades de la administración pública del Estado y Municipios y debió solicitar al Sistema Estatal de Documentación y Archivo el dictamen sobre la procedencia de destruir, conservar o modificar la documentación respectiva. 
Al respecto, el sujeto obligado a través de su escrito de informe remitió a esta Comisión el Acta del Comité de Información de fecha 10 de julio de 2014, en la que se aprobó entre otras cosas la presentación de la propuesta de solicitud para la depuración parcial del fondo documental de la Secretaría de Finanzas depositado en el Archivo General del Estado en l que se advierte que en ella consta el acta administrativa mediante la cual se hace constar la depuración de cajas de archivo, de la coordinación de formas valoradas y archivos; 149 cajas de archivo en las cuales su contenido no posee valores administrativos, legales, fiscales o contables (valores primarios); o evidencias testimoniales e informativas por lo que en relación al contenido de tales cajas se advierte el inventario; mismo que se inserta a continuación:
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Así las cosas, del análisis minucioso al inventario anexo al acta administrativa mediante el cual se hace constar la depuración de 149 cajas de archivo que contiene diversa información, esta Comisión advierte que no se especifica que dentro de esta depuración de información se encontrara los documentos que contienen la comprobación del pago realizado por “PARQUES INDUSTRIALES DE AMERICA, S.A. DE C.V.” por la compraventa del predio(s) a Gobierno del Estado de San Luis Potosí correspondiente al periodo 2003.
Además, de lo que se establece en el cuadro de Tipologías Documentales, elaborado por la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, solo es aplicable a documentos copia carentes de valores documentales, y que son reproducción de lo ya contenido en un banco de datos, o copia de un documento existente en un expediente integrado, refiriéndonos a expediente como el conjunto de documentos que integran un asunto, por lo que el comprobante de pago no encuadra en la tipología de pagos diversos, ya que como se menciono antes, es un documento comprobatorio que debe existir  por lo que se presume en el expediente de compra-venta. 

Así las cosas, se estima que el acto primigenio emitido por la autoridad, por el cual documentó la respuesta otorgada al particular, carece de la debida fundamentación y motivación, ya que no se estableció de manera puntual el fundamento legal por el cual se emite ésta y así tampoco se establecieron los preceptos normativos que se sustenta la negativa de la entrega de los documentos que contiene lo solicitado. Sirve para reforzar lo anterior la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”.

En razón de lo expuesto y de la tesis citada, la autoridad al emitir su respuesta debe fundamentar y motivar su actuar, pero además un punto crucial en este Derecho es permitir el acceso a documentos que efectivamente emanen del ejercicio de la competencia, atribuciones o facultades del sujeto obligado, puesto que el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a la información solicitada, y correlativamente, la obligación de otorgarla por parte de los entes públicos, ya que si tal fuese sólo su contenido protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, independientemente de su veracidad o no. Se debe entender por veracidad, no al contenido sustancial del acto, sino como aquellos elementos que identifiquen a la información con aquella generada, administrada o poseída por la autoridad en el ejercicio de su función y que además, cuente con las características de confiabilidad, oportunidad, congruencia, integridad, actualidad, accesibilidad, comprensibilidad y verificabilidad, ello de conformidad con el artículo 6°, fracción I de los Lineamientos Técnicos Generales en materia de publicación, homologación y estandarización de las obligaciones comunes y especificas en materia de transparencia.


Conforme al artículo 7°, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, resulta patente hacer mención de lo establecido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”): “(…) el Estado no puede ampararse en la falta de prueba de la existencia de los documentos solicitados sino que, por el contrario, debe fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando que ha adoptado todas las medidas a su alcance para comprobar que, efectivamente, la información solicitada no existía. Resulta esencial que, para garantizar el derecho a la información, los poderes públicos actúen de buena fe y realicen diligentemente las acciones necesarias para asegurar la efectividad de ese derecho (…). La falta de prueba sobre la existencia de cierta información, sin haber indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias que realizó para confirmar o no su existencia, posibilita la actuación discrecional y arbitraria del Estado de facilitar o no determinada información, generando con ello inseguridad jurídica respecto al ejercicio de ese derecho (…)”.

En virtud de todo lo anterior, esta Comisión considera fundado el agravio manifestado por el hoy recurrente a través de su recurso de revisión toda vez que los documentos que contiene la información solicitada son considerados como parte del expediente de la compraventa, es decir, el documento tiene un valor testimonial ya que es la única evidencia comprobatoria del acto administrativo del pago; sobre lo cual debe es de advertir al sujeto obligado que esta Comisión cuenta con la atribución de que, en caso de que algún servidor público pudo haber incurrido en responsabilidad en virtud que con dolo o negligencia destruyó o extravió documentos podrá ser sancionado al haber incurrido en responsabilidad de conformidad con la fracción V del artículo 61 de la Ley de Archivos del Estado de San Luis Potosí.

4.1. Efectos de la resolución.


Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, modifica la respuesta emitida por el sujeto obligado, para efectos de:


- Proporcione los documentos que contienen los comprobantes de pago o cualquier que se su denominación respecto al contrato de compraventa celebrado por un aparte, el Gobierno del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí como vendedor y por otra parte la “SOCIEDAD MERCANTIL PARQUE INDUSTRIAS AMERICA S.A. DE C.V.” como comprador.

4.2. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

4.3. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

4.4. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

Único. Se Modifica la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando cuarto de la presente resolución.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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